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Siempre es un privilegio estar aquf entre ustedes y dirigirles la palabra. 
Pero estos son momentos especiales en la vida de Chile y especialmente extra- 
ordinarios debido a los alcances constitucionales que este momento tiene para 
vuestra vida nacional. Por lo tanto, me siento sumamente honrado que estemos 
reunidos aquf para hablar sobre principios constitucionales. A título de fntro- 
ducción quisiera comenzar identificando al tipo de constitucionahsmo a que me 
estoy refiriendo. 

Durante la descripción de mis antecedentes académicos se dijo que hace 
muchos años estudie en Oxfmd y que cuando recién había llegado, uno de los 
cursos que se me ofreció fue sobre el derecho constitucional de Gran Bretaña. 
Como yo habia oido decir que Gran Bretaña no tema Constitucibn, me pareció 
que éste podria ser nn curso sumamente fácil, de manera que me matricul6 in- 
mediatamente. Me pare& que sería ser una vacación, estudiar algo que no 
existia. Lamentablemente no me demoré mucho en darme cuenta que lo qwe 
ellos consideraban una Constitución y el derecho Constitucional era muy dife- 
rente de lo que yo, como norteamericano, consideraba derecho constitucional. 
Por supuesto que tenían una Constitución, como todo Estado tiene una Cons 
tución, es decir, una descripción de las instituciones gubernamentales y del 
origen de la autoridad, de la legítima autoridad de las instituciones, de manera 
que dicho curso, en muchas formas, era un curso de historia Fe indicaba las 
formas en que el sistema britfinico primero se habia basado en la autoridad del 
Rey y posteriormente la soberania básica y absoluta del Rey había sido traspa- 
sada al Parlamento. Evidentemente el concepto norteamericano de la Constitu- 
ción es totalmente diferente. No se tiata simplemente de la identificación de la 
autoridad formal del gobierno sino que, y esto es lo importante, se trata de la 
fijación de Ios límites de la autoridad del gobierno, y ese es el tema al cual qui- 
siera dedicarme en esta oportunidad. 

El tema central consiste para mí, para ustedes, para cualesquiera de noso- 
tros, al considerar y evaluar vuestra propia Constituci6n de 1980, en saber si 
se trata de un documento que se parece más al tipo británico, tal como lo he 
descrito, es decir, una identificación de quien tiene la autoridad inapelable den- 
tro del sistema, o si, en cambio, se trata de una Constitución que fija los lfmites 
a la autoridad gubernamental. 

Quisiera tambien dejar en claro que mis comentarios no se referirán direc- 
tamente a la Constituci6n de Chile o la actual situación en Chile. Me voy a 
referir al Derecho Constitucional norteamericano, su evolución y especialmente 

* Conferencia dictada en el S&n de Honor de la Universidad Gat&a de Chile, el 
8 de jti de 1988, con ocasión del Seminmm 
social 

.dm Constitucibn y Desarrollo 



198 REVISTA -NA DE DERECHO [Val. 15 

a la manera en la cual evolucionó la revisión judicial, ademaS de la institución 
de un poder judicial independiente, facultado para examinar la legalidad o la 
Constitucionalidad de los actos de los demfis poderes del Estado. Si existen 
paralelos COII el caso chileno, a ustedes correspondera formular las conclusiones. 

Lo primero que quisiera decir es que una Constitución es mas que meras 
palabras, incluso una Constitución que limita la autoridad gubernamental. Se 
trata de mucho más que algo escrito en el papel Es más, si todo lo que se 
tiene es un documento de papel, me parece apropiado expresar que al tener 
solamente el documento uno todavía no sabe si tiene o no una Constitución. 
Este documento en el papel, esta Constituc&, adquiere vida, adquiere reali- 
dad concreta, solamente cuando se pone a prueba en momentos de crisis y so. 
lamente cuando un poder deb Estado sostiene ante otro cu&s son sus faculta- 
des y es en ese momento cuando se plantea la competencia de poderes. dEste 
documento, surte efecto real en la práctica? dEste documento, MII sus bellas 
expresiones, realmente tiene peso? CAquellos que sostienen estar dtiados de fa- 
cultades que caen fuera del marca apropiado, se encuentzan limitados de alp- 
na manera? 

El hecho real es que de acuerdo con nuestra experiencia ha habido mu- 
chas ocasiones en las cuales nuestra Constituci6n ha sido sometida a prueba, 
cuando diferentes poderes o ramas de gobierno han pasado a llevar, a veces 
burdamente, las limitaciones impuestas por la Constitución y en esos momentos 
de crisis no había ninguna seguridad que la Constitución surtirla efecto, que en 
la prktica servirla para imponer limitaciones, tal como lo esperaban los redac- 
tores del documento. La prueba mLs dramática y reciente, que yo recuerdo, se 
produjo en nuestro psis en 1973, un año que también tiene un cierto significado 
para ustedes. Como habrán notado, acabo de infringir la limitación Constitucio- 
nal que me habia autoimpuesto, en el sentido que yo bazaría los paralelos y 
ustedes sacarían sus propias conclusiones. Pero no pude resistir la tentación. 

La crisis que se produjo en ese afro en mi país, fue la mnducta del Presi- 
dente Nixon y las acusaciones que se formularon en contra suya, en el sentido 
que miembros de su gobierno, con su conocimiento, si bien no por orden suya, 
habían invadido las oficinas del partido Demócrata, de la oposición, con el 
objeto de plantar micrófonos secretos, de hurgar en los archivos para obtener 
información que podría ser usada contra los miembros de dicho partido. Ade- 
más, que personas de su gobierno también habían penetrado en los hogares 
de ciudadanos privados buscando informacibn para usarla contra dichos ciuda- 
danos; que habian usado a nuestra Oficina Federal de Investigaciones o el FBI 
y habían tratado de usar a nuestra Agencia CentTal de Inteligencia o CIA, que 
hablan usado al Servicio de Impuestos Internos para amedrentar a ciudadanos 
con fines politices, para prolongar su estadía en el poder. 

Estas son acusaciones sumamente graves, acusaciones que si resultaren 
ciertas afectarían los fundamentos mismos de nuestra afirmación, de nuestra 
esperanza que vivimos en un estado de derecho y bajo un gobierno al cual 
las normas Constitucionales imponen límites a las actuaciones de los frmcionarios. 

Dos cosas sucedieron como consecuencia de estas acusaciones y, visto 
desde afuera, no existia certeza que se tendría kxito, como finalmente se tuvo 
y nuestras normas Constitucionales prevalecieron. Se produj+ron dos situacio- 
nes: la presentación de cargos ante los tribunales del crimen contra los agentes 
principales del Presidente Nixon, su ex Procurador General, su Jefe de Personal 
de la Casa Blanca, y estos hombres fueron condenados y enviados a la &cel. 



Simultáneamente, se acusó al Presidente Nixon ante la Cbmara de Dipu- 
tados y  el Comité Judicial decidió que el Presidente Nixon había realizado, en 
estas oportunidades, actuaciones por las cuales se le podía acusar y  recomendb 
a la Cámara en pleno que se aprobara dicha acusación y  que se le sometiera a 
juicio ante el Senado. 

El juicio nunca se llev6 a cabo porque el Presidente Nixon renunció antes 
que la Cámara tuviera oportunidad de actuar. Pero renunci6 porque tenia muy 
claro, asi como también lo entendió todo el país, que había violado normas 
muy importantes y  que se había creado un clima de indignaci6n. No fue nece- 
sario ejercer fuerza física en contra suya, porque prevalecib la fuerza moral de 
la Constitwi6n. Pero su renuncia tiene un elemento especial, al cual quisiera 
referirme en particular, y  este será el tema central de mis comentarios. 

Además de los cargos a que me he referido, la violación de domicilio en 
Watergate y  otros apremios y  violación de domicilio de ciudadanos, en la Cámara 
de Diputados de los Estados Unidos se formularon otros cargos contra el Presi- 
dente Nixon, en el sentido que no habia entregado al Comité Judicial de la 
Cámara la información exigida respecto de su conducta en el cargo. El Comité 
de la Cámara estimó que su negativa a contestar, y  el Presidente habla dejado 
muy en claro que no acatarfa dicha solicitud, que con ello se habia incurrido 
en desacato a la autoridad de la Cámara y, sostuvo el Comité, que ello repre- 
sentaba, en sf mismo, la base para una acusación constitucional. 

Mientras se desarrollaban estos eventos en la Camara, los tribunales habian 
pedido al Presidente Nixon casi la misma información, bajo apercibimiento. La 
información, para aquellos de ustedes que qu&s no lo recuerden, aun cuando 
estos hechos estan vivos en la memoria de todos los norteamericanos, consistia 
en grabaciones que habia hecho el Presidente. Algunos pensaron que el Presi- 
dente habia sido imprudente, y  creo que al final de cuentas res&6 ser impru- 
dente grabar tantas conversaciones, que posteriormente fueron usadas en su 
contra. En todo caso, las grabaciones existfan y  esa era la información recabada. 
Aun cuando es cierto que Nixon se negó a entregar las cintas o la transcripción 
de las cintas al Congreso, que tenla en mi opinión facultades para exigírsehrs, 
cuando la Corte Suprema de los Estados le orden6 que entregara la misma 
información durante un procedimiento penal contra sus asociados, el Presidente 
Nixon entregó la transcripción de las cintas que contenlan lo que nosotros lla- 
mamos, en nuestra jerga, la pistola humeante, prueba que el Presidente habia 
wultado, por lo menos, las pruebas de los delitos cometidos. Y esta fue la gota 
que rebas6 el vaso y  se vio obligado a renunciar. 

IO que yo ahora quisiera hacer, durante el tiempo que me queda, es exa- 
minar la ra& por la cual según nuestro sistema, el Presidente Nixon y  todos 
los que lo rodeaban, pero 61 en especial, consideraron que era m8s importante 
obedecer una orden de la Corte que una orden del Congreso. 

La reacción de Nixon se basó en que el Congreso actuaba por motivacio- 
nes pohticas, con actitudes partidistas. Pero comprendi que nuestra Corte Su- 
prema ocupa una situación en nuestro esquéma constitncional y  en la opinión 
pública en general que está por encima de consideraciones partidistas, que re- 
presenta la idea impersonal del gobierno de la ley y  si bien Nixon estaba dis- 
puesto a dar batallas politicas contra el Congreso con cualquier arma que tu- 
viera, no estaba dispuesto a pasar a llevar la voz aparentemente impersonal, no 
aartidkta de la Corte Suprema. 6Cómo se produjo esto? &%mo es que la Corte 
Suprema lleg6 a ocupar este lugar? 
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Detrás de todo esto existen complejas razones históricas. Yo les ofrecer6 
una versión sumamente resumida de los hechos. Si ustedes piensan que mediante 
una lectura de nuestra Constitución, un documento sumamente corto, van a en- 
contrar una clara indicacion que la Corte Suprema está por endma de los demás 
poderes, y  que el Congreso y  el Presidente están obligados a someterse a la 
Corte Suprema, que estan por debajo de la Corte Suprema, que el papel de la Cor- 
te Suprema consiste en ser el árbitro definitivo del documento y  que en conse- 
cuencia está facultada para decidir cuando los demás poderes del Estado han 
infringido la Constitución, no la van a encontrar. 

Ahora bien, algunos han sostenido que eso no está claramente sefialado en 
el documento, pero cuando se leen los debates de los redactores, en 1787, enton- 
ces encontraran esos antecedentes. Pero las actas inchryen un gran número de 
debates ambiguos. Algunos indican ciertas cosas y  otros, otra. El tema, el pa- 
pel de la Corte Suprema, no quedó, según mi opinion, definitivamente resuelto 
cuando se redactó el documento. 

Algunos de ustedes, que pueden haber leído un poco sobre derecho cons- 
titucional norteamericano, estar& informados que aun cuando el debate no es- 
taba resuelto en el comienzo, nuestro gran Presidente de la Corte Suprema, 
John Marshall, su tercer Presidente, fa116 el asunto definitivamente en 1803, 
en el gran juicio de Marbrie contra Madison. Este importantísimo fallo es fre- 
cuentemente citado desde este punto de vista p=x la actual Corte y  aquellos 
que desean darle un cierto brillo histórico, para poder afirmar que tiene estas 
facultades, por lo menos con posterioridad a 1803. Pero una lectura cuidadosa 
y  ni siquiera tan cuidadosa, indica que dicho argumento es bastante ambiguo, 
porque según el fallo mismo no se puede saber si Madison estaba sosteniendo 
que tenía facultades para convertirse en guardián de la Constitucibn cuando 
quiera que el Congreso o el Presidente la habfan violado y  si, en cambio, lo 
que estaba sosteniendo que ello era cierto solamente cuando el Congreso o el 
Presidente atacaban directamente al poder judicial. Solamente entonces, sostie- 
nen algunos, el poder judicial tiene facultades para protegerse, en ese caso 
único, no respecto de todo el documento. Pero no tendrfa facultades en todos 
los demás actos del gobierno en sus relaciones con los ciudadanos y  en todas 
las demas instancias. Solamente cuando se ataca al poder judicial, solamente 
entonces entran en juego dichas facultades. 

Ekiste una ambigüedad central en el cuadro que dibuja Marxhall, aun 
cuando en dicha instancia Marshah declaró que una ley del Congreso había 
violado la Constitución y  que por lo tanto era nula. Se trataba de una ley que 
otorgaba facultades al Tribunal, a pesar que según Marshall, el Congreso no 
tenfa facultades para otorgarle una determinada competencia a la Corte Su- 
prema. Pero ustedes pueden comprender, con esta descripción, que en reali- 
dad la base de todo este argumento no es muy solida y  se puede pensar que 
todo lo que Marshall estaba diciendo no era más que la Corte tenia derecho 
a defenderse, porque se estaba afectando las facultades del Tribunal. 

Este asunto permaneció sin resolverse durante toda la primera mitad del 
siglo XIX. Hubo un prolongado debate acerca de si la Corte Suprema tenia la 
última palabra en la interpretación y  aplicación de la Constitución o si dicha 
facultad correspondfa a los Estados y  no habia nadie, en dicha kpoca, que 
pudiera resolver esta disputa. 

En resumen, la Corte Suprema sostuvo lo que era una ilusión, una equi- 
vocación al creer que al hablar el lenguaje de la Constitucibn el Tribunal se 
podia colocar por encima de la batalla polftica y  que una vez que la Corte 
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hubiere emitido su opinifm todos los demás seguirian sus dictados. Bueno, se 
equivocó. Se equivocó porque no existía manera en que se pudiera evitar la 
polarizaci¿m del debate. No existfa posibilidad de resolver la discusibn apelan- 
do a ese tipo de principios, los principios constitucionales a los cuales se estaba 
refiriendo la Corte. 

El fundamento moral del fallo de la Corte ofendi6 tan profundamente a 
una parte de la nacibn, que ese sector consideró que la situación era intolerable 
y  se declaró la guerra. La guerra misma fue una expetieucia terrible para nues- 
tra nación. Murieron mb de medio millón de hombres durante los cuatro años 
que dur6 la lucha sangrienta. Ellos representaban una emxme proporción de 
la población de los Estados Unidos. Estados Unidos perdió el mismo número 
de hombres durante la Segunda Guerra Mundial, pero si hubiese perdido la 
misma proporci6n de la poblacibn durante esta Segunda Guerra Mundial, como 
la que se perdió durante la Guerra Civil, entonces el número de muertos habria 
ascendido a cinco millones y  no a medio millón de muertos. De manera que 
las estadísticas demuestran, por sí solas, lo terriblemente destructivo que fue 
dicho conflicto. Afectb a cada familia, y  no solamente desde el punto de vistl 
de la pkdida de vidas humanas, sino que, y  esto es especialmente cierto para el 
Sur, en cuanto a su economía, que fue totalmente arruinada. Se destruyeron 
ciudades enteras. Y asl finaliz6 la guerra y  se puso término a la esclavitud. Una 
gran victoria de principios, una gran victoria moral. 

Pero todo ello implica una imnia y  esa ironía es la que quisiera destacar. 
Si bien la Guerra Civil no fue desatada por la Corte Suprema, por cierto que 
contribuyó a ese conflicto al sostener que está facultada para dirimir la diferen- 
cia de opiniones. Si es que la Corte hizo algo, ello fue contribuir a polarizar 
las opiniones respecto del tema de la esclavitud. Y sin embargo, al terminar la 
Guerra, el Congreso de los Estados Unidos, el Congreso victorioso, inmediata- 
mente adoptb una serie de enmiendas constitucionales: la Enmienda 13, que 
pone fin a la esclavitud; la Enmienda 15, que otorga el voto a la poblaci6n 
negra, y  la Enmienda 14, que garantiza la igualdad de protección bajo la ley 
a todos los ciudadanos, no solamente a los negros, sino que a todos. 

Y la Enmienda 14, y  en esto consiste lo irónico, la Enmienda 14 es la 
declaración más clara en nuestro documento constitucional que la Corte Su- 
prema tiene la última palabra, que es la autoridad suprema para interpretar 
el significado de la igualdad ante la ley, no solamente en cuanto a los actos de 
los estados, dentro de nuestro sistema federal, sino que tambikn ante los actos 
del Congreso. De manera que es irónico que al terminarse esta sangrienta lucha 
civil, una guerra durante la cual la posición de la Corte Suprema como autoti- 
dad mAxima fue considerada inicialmente como una intolerable pretensión por 
aquellos que ganaron la guerra, fuera la misma institución a la cual se volvieron 
los estados victoriosos y  le dijeran: “Le encargamos a ustedes la protecci6n de 
este principio por el cual se luchó durante esta guerra”. 

¿Por qu6 los vencedores actuaron de esa manera? Me parece que la razAn 
principal que subyace a esta reaccibn fue que después de haber sufrido esta gue- 
rra civil, con todo su poder destructivo, se produjo una reaccibn general que 
este tipo de guerra era intolerable en una sociedad civilizada. Se pensó que 
había que encontrar alguna manera para que una institucibn pudiese estar por 
encima del conflicto pokico, partidista y  polarizante. Y ello era especialmente 
cierto cuando dicho conflicto polltico parecía estar conduciendo hacia el borde 
de una explosi6n violenta y  que era necesario poder apelar a principios trancen- 
dentales que unirian o que permitirlan identificar elementos que unen a los 
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ciudadanos más que lo que los dividen las causas inmediatas de ~~q~~ 

COdiCtO. 

Por supuesto que otra cosa qne es irbnica es que la Corte Suprema había 
tratado de hacer esto antes de la Guerra Civil y  había fracasado. ¿De manera 
que cuál era la fe o confianza que animaba a los redactores de la Enmienda 14? 
$3161 era su raz6n para pensar que la Corte Suprema desempeñaría este papel? 
La verdad es que tenían una razón muy frágil para atreverse a pensar de esa 
manera. Las demostraciones que tenían, hasta ese momento, es que era impro- 
bable que cuando existfa un conflicto verdaderamente profundo, verdaderamente 
polarizador, era improbable que cualquiera persona o alguna institucibn pu- 
diera adoptar una posición que fuera más allá de la polkica. En realidad, la 
Enmienda 14 era una expresión de una esperanza, mPs que una experiencia con- 

creta, que pudiera justificar dicha fe. 

Una ironfa adicional que quisiera destacar es que después de la Guerra 
Civil y  de todo el debate acerca de qué era lo que la Corte podía decir y  no 
podía de&, consiste en que ahora, cuando la Corte interpreta la Constitución, 
su dictamen es la última palabra. Si la Corte dictamina que el Congreso o el 
Presidente han violado la Constitución, entonces el Congreso o el Presidente 
tienen el deber de obedecer a la Corte. Y si ustedes Ie preguntasen a la Corte, 
a quikn obedece la Corte, ksta len contestaría: “Bueno, a la Constitución”. 

Pero si uno trata de entender la realidad, tiene que preguntar qu6 es lo 
que se quiere decir cuando se contesta que la Corte obedece la Constitución. 
Se trata de un documento, un documento con palabras y, especialmente debido 
a su brevedad muy susceptible de ser interpretada de diferentes maneras. Así, 
se puede decir, y  los Ministros de la Corte luchan entra esto, se puede decir 
que esas palabras significan lo que la Corte dice que significan. Esta es una 
fórmula un tanto rara. Pareciera que la Corte estuviese diciendo que se obe- 
dece a si misma. Y eso es bastante cierto. 

Sin embargo, hay una otra respuesta, más formal. Si a la nación no le 
gusta la interpmtacibn que la Corte Suprema le está dando a la Constitución, 
entonces el pueblo puede modificar la Constituci6n. Esa es la respuesta formal, 
aun cuando en la realidad no sea una respuesta muy prfictica. Durante toda la 
historia de Estados Unidos se han hecho solamente 26 modificaciones a la Cons- 
titución y  se podría decir que las primeras diez enmiendas no cuentan, porque 
se introdujeron conjuntamente, casi en el momento mismo en que se ratificó el 
documento. De manera que, en realidad, en 200 años se le han hecho solamente 
16 modificaciones. De manera que resulta muy dificil modificar nuestra Cons- 
titución. 

Primero se necesita el voto favorable de dos tercios del Congreso, en las 
dos Cámaras del Congreso. En seguida la enmienda se somete a los estados y  
tres cuartos de &stos tienen que aprobarla. El resultado práctico de este proceso 
tan engorroso, despuks que se calcula el número más pequefio de ciudadanos 
que puede impedir una enmienda a la Constitución, Mmsiste en que una cuarta 
parte de los estados menos poblados y  la mitad de los electores en dichos esta- 
dos pueden rechazar dicha modificación. El cálculo nmn&ico indica que aproxi- 
madamente ocho por ciento de la población de Estados Unidos puede impedir 
una modificacibn a la Constitución. Lo cual significa que si la Corte Suprema 
resuelve que la Constitución debe interpretarse de la manera “A” y  solamente 
ocho por ciento de la poblaci6n de Estados Unidos esti de acuerdo con la 
Corte, entonces la Corte Suprema tiene la última palabra Asf es que en reali- 
dad pareciera que la Corte está obedeci6ndose a sl misma. 
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Lo mis extraordinario de esta situación, cuando alguien se quiere colocar 
por encima del conflicto polftico para exigir que todo el mundo obedezca a la 
Corte y que la Corte en realidad solamente se obedece a sí misma, es que se 
trata de algo muy similar a lo expresado por Tomas Hobbes, el filósofo político 
británico, cuando dijo que todo sociedad política, para protegerse contra con- 
flictos internos y la destrucción de su propia existencia, tiene que tener una au- 
toridad, a quien todos obedecen y que no obedece a nadie. 

Esto es un planteamiento muy extraño. Consideren que se trata de una 
posición, de una estructura de autoridad en Estados Unidos, una de las gran- 
des democracias del mundo. dC6mo es posible que en el caso de la Corte Su- 
prema se kate de una autoridad del tipo mencionado por Hobbes? Porque, 
desde un punto de vista formal, eso es de lo que estamos hablando. 

El otro aspecto que hay que considerar, para entender esta paradojal 
autoridad judicial, lo genial del sistema, aun cuando no lo hayan planteado 
originalmente de esa manera los redactores de la Constituci6n, es que hemos 
tenido suerte en que haya dado resultado de esa manera En la práctica hemos 
otorgado, formalmente, facultades inapelables, autoridad dictatorial a un orga- 
nismo para evitar el espectro del caos y dicha institución no es una dictadura 
militar, aun cuando existan dictadores militares que sostienen que para evitar 
una guerra civil o el caos, tienen que tener facultades o poderes sumamente 
amplios, justamente lo que la Corte Suprema ha reclamado para si misma. Pero 
esa no es nuestra Corte Suprema. Nuestra Corte Suprema resulta ser una de 
las ramas más débiles de nuestro Estado. No tiene el control de las fuerzas 
armadas, no tiene poderes tributarios, no controla el presupuesto, no tiene fuer- 
za policial propia, y dejando de lado a las fuerzas armadas, para aplicar la ley 
depende de la cooperacibn voluntaria de las otras instituciones de gobierno. 

La Corte podrfa dar órdenes a los demás poderes, porque la Constituci6n 
lo ordena y los demás poderes del Estado deben cumplir el mandato de la 
Constitución. Pero si el Presidente Nixon hubiera dicho: ‘Me han ordenado 
entregar las cintas. pero no lo voy a hacer. Envíen sus íropas” dqu6 podria ha- 
ber hecho la Corte Suprema? Solamente enviar a nueve ancianos con togas 
negras, mientras que el Presidente tiene hasta armamentos nucleares a su dispo 
sición, para oponerse a estos ancianos con sus delgadas togas negras, quienes 
habrían fracasado. Por supuesto que podrfan haber solicitado ayuda al Con- 
greso y el Congreso les habria dado una ayuda enorme. Pero se podría plantear 
el problema de si el Congreso estarfa de acuerdo con la Corte y la Corte podría 
exigir dicho apoyo pero no habrfa tenido fuerza para obligar a otra rama de 
gobierno a prestarle ayuda 

De manera que la geniahdad peculiar de nuestro sistema consiste en haber 
dado facultades absolutamente inapelables, para evitar una guerra civil, a la 
rama más débil del Gobierno, a la rama que dispone de fuerza moral solamente. 

Asi es que lo ímico que la Corte puede decir es que si se ha sometido a su 
conocimiento un asumo, tendrá que ser resuelto pacfficamente 0 en caso con- 
trario se derramará sangre y si ello ocurre, y siempre lo dicen imphcitamente, 
se sufrirán p&didas enormes. Nosotros pensamos que este principio unificador 
es aquel que debe aplicarse a la resolución de las disputas. Apelan a las partes, 
al resto de la sociedad para que se den cuenta del peso moral de este principio 
y c6mo puede fmscender los conflictos entre partidos y si alguien considera que 
su acatamiento representar8 una p&dida seria, deben comprender que a la 
larga los beneficim serán mayores, porque vivir& en una sociedad donde exis- 
tirá un respeto mutuo y Ios conflictos sociales se resolverán pacfficamente. 
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Ello representa un compromiso para someter las diferencias al conocimiento 
de personas desinteresadas que no tomaran partido. Estoy consciente que esto 
es diffcif, pero existen personas que tratan de buscar soluciones equitativas. Y 
la Corte se compromete con la sociedad para buscar una solución a los con&- 
tos sociales, porque opina que si sectores buscan una salida en la fuerza bruta, 
entonces todos perder& 

Este tipo de razonamiento surtió efecto en el caso de Nixon, asl como ha 
dado resultado en otras oportunidades durante nuestra historia, como en el caso 
de los conflictos raciales de los años ‘60 y  ‘70, que en realidad constituyeron 
una repetición de la wntroversia sobre la esclavitud. Pero en esta oportunidad 
el choque no se resolvió mediante una Guerra Civil, aun cuando en un momento 
pareció que se iba a llegar a esos extremos, sino, en cambio, las partes sometie- 
ron el problema al conocimiento de la Corte Suprema. En seguida, durante un 
lapso prolongado, pareció que la parte perdedora no acatarla el fallo de la 
Corte. Pero la Corte se mantuvo firme y  el Sur y  el Norte comprendieron que 
si no se aplicaban los principios señalados por la Corte Suprema se pcdrian 
producir nuevos choques y  todos saldrían perdiendo. 

Y así se llego a una solución pacífica del conflicto, una solución basada 
en el respeto mutuo, entre blancos y  negros y  no solamente porque la solucibn 
haya sido impuesta a la fuerza por el Tribunal sino porque el Tribunal se pro- 
nunció abierta y  claramente en favor de la equidad y  el pueblo respondi6. 

Esto es lo que constituye la esencia de nuestro sistema de revisibn judicial 
y  es la base de la independencia del poder judicial, porque aun cuando el 
poder judicial puede ser debil tiene la autoridad para poder referirse a los prin- 
cipios morales y  a su posición independiente, a estar por encima de los conflictos 
meramente pohticos. Entonces, lo crucial consiste en que los tribunales no están 
amordazados, que estAn preparados para referirse abiertamente a principios 
fundamentales, aun cuando no dispongan de autoridad dictatorial, lo cual im- 
pide que se conviertan en tiranos intolerables. 

El hecho que puedan basarse solamente en la moralidad es lo que salva 
a los Estados Unidos y  destaca la fortaleza de nuestra democracia, y  de esta 
manera tan complicada una judicatura independiente ha contribuido a la pre- 
servacion de los principios democratices y  a normas de respeto por 105 ideales 
expresadas en la ley. 

Espero que este tipo de instituciones puedan ofrecer un ejemplo a otras 
sociedades, aun en aquellos casos en que las esperanzas parezcan ser tan im- 
probables como sucedib inmediatamente despues de nuestra Guerra Civil, cuan- 
do se encomendb esta tarea por primera vez a nuestra Corte Suprema Pero 
esa esperanza existe y  me parece que ello es lo mejor que le puede suceder a 
aquellos que creen en los principios de la democracia 


